Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- (Senador Rafael Michelini).- Corresponde comenzar a analizar el segundo 
punto del orden del día, motivo por el cual fue invitado el seño Senador Da Rosa. 


Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Este proyecto de ley trata de corregir una situación que se está planteando en la 
práctica, la hemos percibido particularmente en el interior del país y afecta a los pequeños 
transportistas de carga. Cuando digo “pequeños transportistas” me estoy refiriendo a vehículos de 
menos de 3.500 kilos. En general se considera como camión o vehículo de carga a aquellos que 
tengan un peso mayor de 2.000 kilos, pero existe una franja comprendida entre los 2.000 y los 3.500 
kilos que comprende a pequeños transportistas los cuales, muchas veces, tienen como único medio de 
vida un pequeño camioncito con el que hacen fletes y, muy frecuentemente -sobre todo en el interior- 
circulan por las rutas nacionales. En esto se diferencian de los pequeños fleteros de Montevideo que, 
obviamente, tienen un ámbito geográfico de mayor extensión en la zona urbana. Reitero que en el 
interior es muy frecuente que estos pequeños fleteros tengan que salir a las rutas para realizar alguna 
mudanza, transportar algunos animales o algún objeto y el gran problema que tienen es que están 
excluidos del Registro de Transportistas Profesionales de Carga. 


Todo esto tiene una historia. Por un lado, la Ley N* 17.191 del año 1999 otorga una serie de 
beneficios fiscales para la liquidación del Impuesto al Patrimonio a las empresas transportistas 
profesionales de carga y, por otro, tenemos la ley de promoción de inversiones que también determinó 
otros beneficios fiscales. Además, es bueno señalar que la Ley N* 17.191 no diferenció los distintos 
tipos de transportistas de carga, sino que ello surge a partir de la Ley Presupuestal N* 17.296 y, 
particularmente, del Decreto N* 349/01, de setiembre de 2001 que es el que establece, por un 
lado, la creación del Registro de Transportistas Profesionales de Carga y, por otro, que los vehículos 
pequeños están exonerados, por una disposición del TOCAF del año 1996 -literal e) del artículo 33 del 
Título IV- del IRIC. ¿Qué es lo que pasa? Por este decreto del año 2001 estos transportistas que 
están exonerados del Impuesto a la Renta de Industria y Comercio no se pueden inscribir en el 
Registro de Transportistas Profesionales de Carga. Entonces, al no estar inscriptos y no figurar en 
dicho Registro, obviamente no tienen los mismos beneficios fiscales que tienen los demás y, lo que es 
más grave, muchas veces también tienen problemas para poder trabajar. Conozco casos concretos de 
pequeños fleteros que esperan que sea de noche para poder circular y eludir las inspecciones que 
existen durante el día porque lo primero que controlan es si están inscriptos en el Registro 
correspondiente. 


La norma previó -y es bueno señalarlo- que pueden inscribirse transportistas que tengan 
vehículos de menos de 3.500 kilos, pero siempre y cuando tengan algún vehículo de transporte que 
supere esa capacidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, ¿se mantiene el beneficio del no pago del IRIC? 
SEÑOR DA ROSA.- Exactamente, señor Presidente. 


Ahora bien, el problema es que esos pequeños transportistas, muchas veces, tienen un solo 
vehículo. El proyecto de ley que he presentado apunta a que sean contemplados solamente los que 
tienen un vehículo. Es decir que esto no tiende a beneficiar a alguien que arma una organización chica 
de fleteros y que tiene 8 ó 10 camiones o vehículos pequeños, sino que busca solucionar la 
problemática social que se le presenta a quien tiene un solo vehículo, que es prácticamente su medio 
de vida. Además, apunta al hecho de que, muchas veces, en el interior y en las zonas urbanas y 
suburbanas de Montevideo, estos vehículos cumplen un papel importante porque atienden 
determinado tipo de actividades que los fleteros grandes, naturalmente, no cubren. Por ejemplo, es 
muy difícil que estos últimos se dediquen a transportar algunas gallinas, realizar una mudanza y ese 
tipo de cosas que vemos frecuentemente. El gran problema que tienen, entonces, es que como están 
por debajo de los 3.500 kilos -son vehículos con una capacidad inferior a esa cifra- se los incluye en 


esa exoneración del IRIC, catalogados como pequeñas empresas pero, en virtud del Decreto N* 
349/01, no se les permite la inscripción en el Registro Nacional de Transportistas que se lleva en el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Esto, naturalmente, les genera un grave problema. 


Para que la Comisión conozca nuestro punto de vista como autores del proyecto, quiero 
señalar que la iniciativa no apunta tanto a la igualdad en el plano fiscal. Puede pensarse que se intenta 
dar los mismos beneficios fiscales a los transportistas pequeños que a los que tienen las empresas 
más grandes y con mayores inversiones, para liquidar determinados impuestos. Por el contrario, se 
apunta fundamentalmente a la problemática social que causa el hecho de que estos pequeños 
transportistas muchas veces no tienen posibilidades de moverse y de trabajar, o deben hacerlo en 
condiciones semiclandestinas, ya que al no figurar en el Registro no pueden ejercer su trabajo 
libremente y se ven notoriamente perjudicados. Ese es, reitero, el sentido del proyecto que apunta a 
quienes tienen un único vehículo de menos de 3.500 kilos, para que tengan la posibilidad de inscribirse 
en el Registro. Una vez más quiero aclarar que no hacemos hincapié en la parte fiscal o en lo que tiene 
que ver con los beneficios impositivos, porque además sabemos que todo este tema de la 
regularización del transporte y de la creación del Registro, ha sido largamente trabajado y requiere 
muchos equilibrios y análisis, ya que involucra diversos intereses. En consecuencia, quiero que se 
entienda que no solamente estamos buscando más beneficios fiscales para los pequeños 
transportistas, sino que queremos que puedan trabajar sin verse inhibidos en el ejercicio de una 
actividad que además cumple un fin social que entendemos que, sobre todo en el interior, es muy 
necesario porque, reitero, las empresas grandes no se dedican a este tipo de transporte menor. 


SEÑOR MOREIRA.- Leyendo la exposición de motivos y la iniciativa del señor Senador Da Rosa, 
puedo advertir que se trata de una propuesta muy justa. De acuerdo con la Ley N* 17.191, que 
establece esos beneficios fiscales, este tipo de transportistas no estaba excluido de los mismos y fue 
la reglamentación posterior, por decreto, la que en definitiva los dejó al margen. Este es un tema, en 
consecuencia, que también se puede solucionar por decreto, pero se pensó que la ley le daría una 
estabilidad mayor que aquél, que siempre puede ser objeto de modificación. 


En nuestras épocas de Intendente Municipal, teníamos una bonificación muy importante para 
vehículos de transporte de carga de más de 1.500 quilos. Ello se inscribiría en lo que es la política 
municipal de aliento a estas pequeñas empresas y me parece que se trata de una buena iniciativa. 


SEÑOR DA ROSA.- Entiendo que es muy importante el punto en que pone énfasis el señor Senador 
Moreira, en el sentido de que la Ley N* 17.191 que reguló todo este tema, no es la causante del 
problema, en el sentido de que no generó ningún tipo de discriminación en este aspecto. La dificultad 
se presenta, particularmente, a partir del Decreto N* 349 que, como dice el señor Senador Moreira, 
podría ser corregido por otro decreto. Obviamente, planteamos esto con el fin de buscar una solución y 
quizás, mañana, por parte de la Comisión, puede acordarse que el camino sea un decreto del Poder 
Ejecutivo que regule el punto. Señalo que, naturalmente, estamos abiertos a analizar el tema y se verá 
cuál es la vía más conveniente para una solución al respecto. Reitero que considero que lo más 
importante es dar la posibilidad a este tipo de gente para que pueda defenderse y trabajar, sin tener 
que hacerlo de manera poco menos que oculta, para eludir los controles y los registros 
correspondientes. 


SEÑOR MOREIRA.- Uno de los beneficios tributarios que podría darse sería descontar determinados 
IVA de combustible, porque eso debe significar un costo realmente importante, ya que se trata de un 
insumo básico de esas pequeñas empresas de transporte en las que, generalmente, el dueño es el que 
maneja el camioncito; un caso de ello es el taxiflet de Montevideo. 


SEÑOR AMARO.- Vamos a acompañar con mucho gusto la iniciativa del señor Senador Da Rosa 
porque conocemos el tema, y es absolutamente justo y fundamentalmente humano poner las cosas en 
orden. 


Al final del artículo 1% dice: “siempre que realicen transporte oneroso de carga por vía 
terrestre para terceros en servicios nacionales y cuenten con no más de 1 vehículo de menos de 3.500 
Kgs. de capacidad de carga.”. Evidentemente, el vehículo lo maneja el dueño de la empresa, que es 
quien busca producir mejor para su familia. 


Por lo tanto, por ser de total justicia, cuando la Comisión lo disponga vamos a acompañarlo. 


SEÑOR VAILLANT.- En nombre de la Bancada del Frente Amplio, solicito -creo que es lo que 
corresponde- realizar alguna consulta, naturalmente, con el señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas, a los efectos de ver -entre otras cosas- si el camino sigue siendo el de la Ley o podemos 
encontrar uno más corto que consista en la modificación del Decreto, para evitar el tránsito de este 
proyecto por las dos Cámaras. 


Comparto los fundamentos expresados y si no hay inconveniente, pediría que el proyecto y la 
versión taquigráfica de esta sesión fueran puestos en conocimiento del señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas, para que nos brinde rápidamente una opinión sobre el tema, sin tener que convocarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos tomar ese camino, sin desmedro de que se sigan los 
procedimientos que la Comisión estime adecuados. Quiero transmitir que, más allá de que creo que el 
objetivo es loable, aquí hay una serie de prerrogativas, establecidas por decreto -por supuesto que esto 
habría que estudiarlo más- ya que ahora se estarían concediendo sin que las empresas cumplan con 
todos los requisitos que el Decreto establece. 


No recuerdo bien, pero creo que el decreto hace una exclusión por tonelaje. 
SEÑOR DA ROSA.- Es verdad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A pesar de que las empresas pudieran cumplir con todos los requisitos 
estipulados en el artículo 9 del decreto, igual podrían estar excluidas por el tonelaje. Una cosa es 
excluir del tonelaje para que se puedan “amparar” al decreto y otra distinta es que después no cumplan 
con lo que se pide a las otras empresas, como, por ejemplo, estar inscritas en la Dirección General 
Impositiva, algo absolutamente necesario. 


SEÑOR MOREIRA.- El artículo 2? dice lo siguiente: “Para la inscripción en el Registro las empresas 
comprendidas en el artículo 1% de la presente ley deberán acreditar estar al día en el pago de sus 
contribuciones con el Banco de Previsión Social y la Dirección General Impositiva, debiendo, además, 
presentar el Certificado Único Departamental creado por el artículo 487 de la Ley de Presupuesto 
Nacional 2006-2011 expedido por la Intendencia Municipal donde esté empadronado el vehículo, el 
cual deberá contar asimismo con el Certificado de Aptitud Técnica y Vehicular”. Quiere decir que esto 
debe contemplar los requisitos que fija el propio decreto para los de más de 3.500 kilogramos. Esa es 
la sensación que me da; confieso que no lo he leído. 


SEÑOR DA ROSA.- En realidad, contempla las exigencias del decreto y además agrega el Certificado 
Unico Departamental que fue incorporado en la Ley de Presupuesto que entró a regir a partir del 1% de 
enero. 


Por otra parte, tengo entendido que la Intergremial de Transportistas de Carga ha realizado 
algunos planteamientos en el sentido de evitar o eliminar esa discriminación de los 3.500 kilogramos, 
establecer un sistema en el que todos queden en la misma situación desde el punto de vista de las 
prerrogativas fiscales que se otorgan en las leyes que regulan el tema y determinar que la exigencia 
para la inscripción en el Registro sea, en lugar del límite de carga, la acreditación de un determinado 
capital en garantía de que esa persona realmente tiene una empresa y cuenta con capital para 
moverse; en una palabra, que es algo en serio. Tengo entendido que la Intergremial de Transportistas 


de Carga ha planteado el tema ante el Ministerio de Transporte y Obras Públicas en otras 
oportunidades y se ha mantenido el límite de los 3.500 kilogramos. 


Entonces, parecería que también puede ser un camino el planteado por la Intergremial, es 
decir, eliminar la discriminación en función del tonelaje o de la capacidad del camión y establecer como 
exigencia para inscribirse en el Registro la acreditación de un determinado monto de capital. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, queremos agradecer la presencia del señor Senador Da 
Rosa. Por otra parte, señalamos que vamos a acompañar la iniciativa planteada por el señor Senador 
Vaillant en el sentido de enviar la versión taquigráfica de esta sesión más el proyecto de ley al señor 
Ministro pidiéndole que manifieste una opinión lo más rápido posible. Si el señor Ministro se demorara, 
quizás pudiera ser preferible que viniera para evacuar todas las consultas y en dicha oportunidad 
también invitaríamos al señor Senador Da Rosa -autor del proyecto- para que esté presente en 
Comisión. 


Si no hay inconvenientes, optaríamos por ese camino. 
Se pasa a considerar el punto que figura en tercer término del Orden del Día. 


SEÑOR SECRETARIO.- Carpeta N* 370/2005, “Francisco Mario Ubillos Gramatica”. Se designa con su 
nombre el puente sobre el Río Negro ubicado en la Ruta Nacional N* 2 “Grito de Asencio” que une los 
departamentos de Soriano y Río Negro. Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por los 
señores Senadores Luis Alberto Heber, Gustavo Lapaz y Gustavo Penadés. 


SEÑOR VAILLANT.- No quisiera postergar el tratamiento de esta Carpeta, pero recuerdo a los demás 
señores Senadores que son las 15 y 5 minutos y a las 15 horas empezaba la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Rápidamente quisiera decir sobre esta iniciativa que si bien el Senado tiene 
potestad de designar el nombre de un puente, me parece que esta decisión debería tomarse junto con 
el Poder Ejecutivo, ya que puede tener otra opinión al respecto y pensar que el nombre de Mario 
Ubillos puede ser para otro lugar. 


Entonces, me parece que deberíamos consultar al Poder Ejecutivo acerca de este tema. 


Si los demás señores Senadores están de acuerdo, le enviamos esta iniciativa al Poder 
Ejecutivo y cuando la misma regrese al Cuerpo la hacemos constar en el orden del día de esta 
Comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 6 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


